LA CRISIS DE 1929 Y SUS REPERCUSIONES EN URUGUAY

“La expansión de la crisis hacia los países de América Latina derivó, entre otras razones, del despliegue de medidas proteccionistas por parte de las grandes potencias. Bajo la consigna de “arruinar al vecino”, Estados Unidos y los principales países europeos cerraron sus fronteras para desviar en lo posible los efectos de la catástrofe.
En 1932 se reunieron en Ottawa representantes de Gran Bretaña y sus dominios (Australia, Nueva Zelanda, Canadá, Unión Sudafricana, India y Birmania), a fin de establecer privilegios para los intercambios comerciales mutuos. Como Australia y Nueva Zelanda exportaban productos pecuarios, las consecuencias para el Río de la Plata no se hicieron esperar. En función de estos acuerdos, Gran Bretaña congeló la cantidad de productos a comprar a Argentina y Uruguay de acuerdo a los volúmenes importados el año anterior (julio de 1931- junio de 1932), año donde ya las compras habían menguado sensiblemente a raíz de la depresión. 
Las repercusiones económicas de la crisis en el país pueden sintetizarse de esta forma:

a-mayor disminución de los precios internacionales de los productos pecuarios. En 1918 el precio promedio obtenido por toneladas de carne exportada ascendía a $ 300, en 1929 había descendido a $ 200, y en 1933 su cotización apenas alcanzaba a $ 1772. 
b-caída de la demanda internacional de materias primas y productos alimenticios. En el caso uruguayo la situación se tornaba más grave en tanto su producción representaba un porcentaje mínimo del total mundial y competía con los dominios británicos que habían obtenido un tratamiento preferencial en Ottawa. 
c-retracción de la inversión internacional de capitales. Esto dificultaba las posibilidades de crédito externo para el país, o tornaba muy desfavorable sus condiciones. Y ya vimos que el recurso a los empréstitos había sido uno de los principales factores de la recuperación de los años veinte. 
Las grandes potencias podían aplicar una política arancelaria proteccionista, con la cual garantizar saldos favorables de su balanza comercial e incentivar su producción: pero esto le estaba vedado a países como Uruguay…

… El crecimiento industrial sólo podía realizarse a través del despliegue de una política proteccionista, pero la inserción dependiente del Uruguay en el mercado mundial le imponía los límites hasta dónde era posible llegar. La amenaza de perder los compradores de nuestros productos agropecuarios, pesaba mucho a la hora de tomar decisiones económicas. 
A nivel social, la crisis ocasionó un aumento de la desocupación, alcanzando a una cifra de 40.800 personas sin trabajo hacia 1933. A fin de evaluar la gravedad de la situación debe tenerse presente que en 1930, cuando se manejaban cifras de alrededor de 30.000 desocupados, el Censo Industrial constataba la existencia de 94.411 asalariados: las personas sin trabajo representaban casi la tercera parte de esta cifra. A su vez, los datos no contemplaban –seguramente- la masa de subocupados (que realizaban changas o trabajos zafrales) ni los habitantes de los rancheríos o “pueblos de ratas” del medio rural…

… El grave problema de la desocupación intentó ser superado a través del impulso de las obras públicas (construcción de carreteras, acondicionamiento de puertos del litoral, etc.). Fomentar la agricultura y las actividades industriales fueron otros caminos. Una “Comisión Nacional de Lucha Contra la Desocupación”, creada en la oportunidad, fue la encargada de arbitrar los recursos existenciales. El tema de la falta de fuentes de trabajo permitió que cristalizaran medidas restrictivas respecto del ingreso de extranjeros al país, clausurando así la etapa de “fronteras abiertas” que le había permitido al Uruguay contar con el rico aporte inmigratorio. 

En 1932 se aprobó una ley que obstaculizaba el ingreso al país de los inmigrantes catalogados como “indeseables” (vagos, drogadictos, maleantes, etc.) y autorizaba a impedir la entrada de negros, gitanos y asiáticos…

… A pesar de que en esta etapa fueron presentados numerosos proyectos tendientes a neutralizar las graves consecuencias del desempleo (bolsas de trabajo, seguros de desocupación, salario mínimo, extensión del régimen jubilatorio) no lograron aprobarse debido a la presión ejercida por los patronales y sus personeros políticos. En 1929, ante la presentación de iniciativas relativas a jubilaciones generales, salario mínimo y propiedad de la tierra, se constituyó a instancias de la Federación Rural, el “Comité Nacional de Vigilancia Económica” (que tuvo participación en el Golpe de Estado de 1933).

MEDIDAS PARA ENFRENTAR LA CRISIS

Frente a las graves repercusiones de la crisis mundial, el Consejo Nacional de Administración –órgano con funciones ejecutivas que tenía injerencia en el campo de la producción y de la hacienda- instrumentó diversas medidas que implicaron un mayor intervencionismo del Estado en la esfera económica…

… El proteccionismo industrial: Se estructuró a través de medidas de distinta índole que atendían no sólo a la tutela de la producción nacional, sino a evitar la evasión de divisas por la compra de productos al exterior. 

Para ello se prohibió la importación de determinadas mercaderías del exterior, se aprobaron impuestos extraordinarios a las importaciones de tipo suntuario (estaban comprendidos los automóviles), se exigió satisfacer parte de los derechos aduaneros en oro. También se aprobó una ley de privilegios industriales  en 1930 y se exigió la colocación de etiquetas a los productos de la industria nacional como forma de estimularla y acostumbrar a la población uruguaya a su reconocimiento. 

Esta política, desplegada con mayor profundidad a medida que los efectos de la crisis económica mundial se hacían sentir de modo más descarnado, presentó algunas diferencias en relación al proteccionismo aplicado en etapas anteriores (por ejemplo, las restricciones impuestas a la entrada de productos extranjeros). 
Como lo ha señalado Raúl Jacob: “Estas leyes, al limitar las importaciones, buscaban equilibrar la balanza de pagos del país, evitar la evasión de divisas, detener la caída del peso uruguayo, disminuir el consumo, pero también apoyar la estrategia de industrialización…”.  
… Los avances en la estatización: En 1931, a través del acuerdo del Batllismo con el Nacionalismo Independiente que, como sabemos, Herrera motejó de “Pacto del Chinchulín”, se creó ANCAP (Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland). 

Se le asignaba a la nueva empresa el cometido de explotar y administrar el monopolio del alcohol, importar, refinar y vender petróleo y sus derivados, así como establecer fábricas de portland. 

Esta nueva empresa estatal había surgido en un contexto especial, caracterizado por las rígidas y leoninas condiciones impuestas por el trust petrolero. 
Pero si bien la ley de creación de ANCAP estableció el monopolio estatal del alcohol, para el petróleo se condicionaba a la capacidad del nuevo organismo de producir el 50 % de la nafta que se consumiría en el país. 

Simultáneamente al surgimiento de este ente industrial se firmaba un contrato de compra de petróleo con la Unión Soviética a precios más bajos que los ofrecidos por las empresas que dominaban el mercado petrolero mundial. 

El 15 de octubre de 1931 se autorizaba por ley al Estado para expropiar las compañías telefónicas privadas y ejercer el monopolio de las comunicaciones telefónicas en todo el país. Se transformó la Administración General de las Usinas Eléctricas del Estado en Usinas y Teléfonos del Estado (UTE)…
GOLPE DE ESTADO E INTERESES ECONÓMICOS

El 31 de marzo de 1933 se concretaba el Golpe de Estado de Gabriel Terra, deseado por los grupos económicos dominantes (alta clase rural, banqueros, empresas extranjeras, etc.) e impulsado por los sectores políticos que canalizaban dichos intereses. En 1929 se había creado –como respuesta a un nuevo empuje de reformas económicas y sociales promovidas por el batllismo en el poder- el Comité Nacional de Vigilancia Económica, expresión de aquellos grupos que se sentían amenazados. Rechazaban el estatismo, las iniciativas avanzadas de carácter social, la política impositiva que los afectaba directamente. Sostenían la necesidad de poner límites a la inmigración impidiendo la introducción de peligrosas “ideas disolventes” y defendiendo –al mismo tiempo- las fuentes de trabajos nacionales. De este modo buscaban soluciones al problema de la desocupación y al malestar social en aumento.
El gobierno de Terra recompensó la contribución al golpe de aquellos poderosos grupos económicos,  a través de una serie de medidas que dieron respuesta a sus aspiraciones. En el cuadro siguiente se visualiza con claridad dicho fenómeno. A la izquierda, aparecen los sectores económicos dominantes; en el centro, las bases de sus exigencias de acuerdo al grupo al que pertenecían y a la derecha, lo que obtuvieron después del golpe de 1933.

No obstante, la política económica del Terrismo, si bien buscó conformar a todos los grupso que le habían brindado su apoyo, no pudo hacerlo cabalmente. En primer lugar, porque heredaba una economía gravemente herida por la crisis, con una ganadería estancada, una reducción importante en las transacciones comerciales, etc. que hacía ineludible tomar medidas intervencionistas aunque ellas dañaran determinados intereses particulares. 
Además, le fue difícil al Terrismo hacer compatibles las pretensiones de los diversos grupos sociales con mayor poder económico. Una vez derribado el Batllismo del poder, el aparentemente sólido grupo opositor demostró sus hondas discrepancias”.
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